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La Ley, al asociar el nacimiento y la
ctantia de la deuda impositiva a la
circunstancia de que se produzca una
determinada situación de hecho, no puede
enunciar más que de un modo abstracto los
presupuestos del tributo y los criterios para su
cuantificación.

Es así como uniformemente se ha
considerado a la determinación tributaria
como el acto o conjunto de actos emanados de
la Administración, de los particulares o de
ambos coordinadamente, dir igidos a
establecer en cada caso particular la
configuración del presupuesto de hecho, la
medida de 1o imponibie y el alcance
cuantitativo de la obligación tributaria. De tal
suerte, dicho mecanismo permite pasar de la
base imponible abstractamente definida por
la ley reguladora de un tributo a la base
concreta e individualizada, haciendo cesar
ese estado de "incertidumbre" que ei acreedor
posee sobre la existencia y dimensión de la
obligación impositiva.

La doctrina española, dentro del
concepto amplio de "gestión tributaria", ha
distinguido tres actividades fundamentales,
distintas y complementarias entre sí: la
liquidación, la recaudación y, como enlace
entre ellas, la inspección.
Por la primera, se persigue la determinación

de la deuda tributaria y su cuantía; la
segunda, tiene por objeto la efectiva
percepción de la acreencia; por su parte, la
inspección resulta la auxiliar de ambas, en
la medida que tiene por finalidad la
investigación de los hechos imponibles y
de todas aquellas circunstancias que sean
relevantes para la correcta aplicación de
los impuestos.

Ahora bien, en Ia actualidad, la
mayoría de los países - como es el caso
argentino -,hattadoptado como sistema de
determinación de la obligación tributaria el
de la autodeterminación, es decir la
cuantificación de la obligación por parte
del  contr ibuyente a t ravés de la
presentación de declaraciones juradas. Por
ende, dicho régimen debe conducir
necesariamente a la atribución de ciertas
facultades de contralor al organismo fiscal,
de modo tal de establecer en su caso
posteriores mecanismos alternativos de
determinación.
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Estimados miembros de la Asociación Iberoamencana
de Tribunales de Justicia Fiscal o Administrativa. A'C.,
y lectores de este medio informativo, el presente

suplemento último del año 2004, resulta de importancia
notable, ya que esta dedicado a reseñar los

acontecimientos más relevantes de la V Asamblea y

Jornadas de Trabajo de la asociación, que se celebró los
dias 29, 30 de septiembre y 1" de octubre del año en
curso, en la Ciudad de Manaus de la República de Brasil,
bajo la organización del lo Consejo de Contribuyentes
del Ministerio de Hacienda de ese país, donde se destaca
la participación de la mayona de los representantes de los
tribunales miembros y otros distinguidos invitados, así
como la renovación de las autoridades de esta asociación

En este tenor, es importante asentar la participación

ilustrada de las aportaciones académicas' presentadas

magistralmente por sus expositores, 1o cual sin duda da
pauta para concluir que el objetivo de la asociación

concerniente a propiciar el acercamiento entre los

integlantes de los tribunales miembros, así como el
intercambio de ideas y experiencias para mejorar la
justicia fiscal y administrativa, se ha venido cumpliendo,
razón por la que debemos sentirnos satisfechos por los
logros aLcanzados, mismos que con la participación

entusiasta de todos continuara con paso seguro y firme .

Así pues, damos cuenta en este número de las palabras

emotivas de bienvenida a todas las delegaciones que

integran la asociación, a cargo del Doctor José Baldí
Martinez, presidente saliente de nuestra asociación y

representante del Doctor Manuel Mercant Landeira,
Presidente del Tribunal de lo Contencioso
Administrativo de la República de Uruguay, y a quien

etemamente agradecemos sus esfuerzos durante la

atinada gestión que llevó a cabo como presidente de la

A.I.T durante el bienio 2002-2004, que concluyó

satisfactoriamente , al conferir el cargo al Doctor Manoel

Antonio Gadelha Días, Presidente del lo Consejo de

Contribuyentes del Ministerio de Hacienda de la

República Federal de Brasil.

También en esta divulgación, hacemos partícipes a

ustedes del discurso de agradecimiento a nombre de los
participantes, por pafe del Doctor Eduardo Abril Abadín,

Presidente del Tribunal Económico-Administrativo
Central del Reino de España y ex Presidente de la

Asociación Iberoamericana de Justicia Fiscal o

Administrativa.
(Continúa en la Página 3)
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En el apartado de doctrina se presenta la
ponencia expuesta por el Doctor Ignacio Josué
Buitrago, Presidente del Tribunal Fiscal de la
Nación Argentina, dentro de las pasadas
jornadas de trabajo, que se desarrollaron con
motivo de la citada V Asamblea, denominada
*EL PRINCIPIO DE IMPARCIALIDAD.
SU APLICACIÓN EN EL PROCESO
ADMINISTRATIVO FISCAL'

Por otra paúe, agradecemos la gentileza que
tuvo el Doctor Ignacio Josué Buitrago, de
enviar a la Secretaría Ejecutiva, el libro de su
autoría denominado *PROCEDIMIENTO

FISCAL", donación que pasara a formar parte
del acervo bibliográfico de la asociación, obra
que indudablemente será de interés general y
utilidad para quien lo consulte.

Finalmente en este ejemplar, encontraran
pensamientos que dadas las festividades
próximas, llevan a reflexionar sobre los valores
de la navidad.

Por último deseamos muy sinceramente a
todos y a cada uno de ustedes, que pasen las
fiestas decembrinas con salud, bienestar y
armonía en compañía de sus seres queridos y
que el próximo año sea propicio para el logro
de sus más altos anhelos.

LA COMUNICACIÓN NORTALECE I.A
UMDAD.

LA SECRETARIA EJECUTIVA

En ese marco, nos interesa aqtú analízar en
particular uno de los aspectos reseñados, esto es, el
procedimiento administrativo gu€, en la ley
argentina, se desarrolla a. partir de la falta de
presentación de declaraciones juradas por parte de
los obligados a hacerlo, o arte la impugnación de las
presentadas, consecuencia ésta de las aludidas
facultades de verificación.

Mas, no obstante ese enfoque circunscripto al
tema que nos convoca en estas Jornadas, no resulta
vano recordar que incluso en la etapa
"predeterminativa", las facultades atribuidas al
organismo recaudador si bien deben considerarse con
amplitud, ello no implica que pueda admitirse una
colisión con garantías inherentes al individuo. Como
bien dice González Arzac, aquellas prerrogativas
deben ser interpretadas con criterio amplio, bien que
conciliándolas con otros principios jurídicos que
limitan las potestades de la Administración. En esta
misma dirección, debemos advertir que aquellas
necesariamente entran en contacto con expresas
garantías constitucionales (por caso, la inviolabilidad
del domicilio y de los papeles privados, el derecho de
la intimidad, el de trabajar y ejercer toda industria
lícita, el acceso a la jurisdicción, etc.)

Como con su proverbial solvencia decía
Garcia Belsunce, "dada la facultad constitucional de
reglamentar los derechos individuales, a fin de
limitarlos en su ejercicio, pero con la prohibición de
alterarlos en esa actividad reglamentaria, es la
razonabilidad de ésta la que debe darnos el limite de
su constitucionalidad o inconstitucionalidad....". Y
agregaba "...cuando esa reglamentación alteta,
conculca o anula los derechos individuales en
función de valoraciones no suficientemente
superiores ni fundadas en el bienestar general o bien
común, excepcional y transitorio, o que de otra
manera se evidencia una desproporción o falta de
relación adecuada, lógica, entre el fin perseguido por
la norma y el medio" elegido para concretarlo, esa
alteración es inconstitucional y cae bajo la sanción
del art. 28, en cuanto por la instancia reglamentaria
se esta modificando inválidamente la
Constitución...". Nuestro Más Alto Tribunal ha dicho
desde similar perspectiva que "...las leyes resultan



irrazonables cuando los medios que arbitran no se
adecuan a los fines cuya realización procuran, o
cuando consagran una manifi esta iniquidad...".

Pasemos pues a analizat este particular
procedimiento administrativo de determinación,
desde el punto de vista de la interdicción de la
arbitrariedad.

II.-EI procedimiento de determinación de
oficio como un procedimiento administrativo.

1. El procedimiento administrativo,
concebido como el conjunto de actos procesales
sistemáticamente regulados por la ley, a través del
cual se desenuelve la actividad administrativa, se

encuentra subsumido en dos grandes reglas. Como

bien lo enseña Gordillo, una de ellas refiere a su

finalidad esencial, esto oso procurar la verdad
material, para lo cual se enfatíza su carácter
instructorio y oficioso; la ofra, se dirige a gatantizat
la parlicipación del interesado en el procedimiento,
específicamente en aras a asegurar su adecuada
defensa.

No hay duda alguna,, en mi criterio, que el
procedimiento de determinación de oficio de la

obligación tributaria es, también, un procedimiento

administrativo -bien que con determinadas
peculiaridades- y que como tal, en todo lo no
previsto en el régimen específico que lo regula, debe

regirse por los principios que informan los
procedimientos administrativos. Por otra parte, así lo

reconoce, el ar1. 116 de la ley 11.683 al admitir la

aplicación supletoria de la legislación pertinente que

los regula.

Esta premisa es de fundamental relevancia.

No debe olvidarse, como antes hemos expuesto, que

el procedimiento determinativo trasunta, en

definitiva, un conflicto de intereses entre los dos

sujetos de la relación jurídico{ributaria, desde que se

encuentra originado en la falta de presentación de

declaraciones juradas o en la impugnación de éstas, y

que reconoce como único fin el cumplimiento
objetivo de la ley.

Jarach ha dicho que el acto de determinación

es "objetivamente jurisdiccional" porque' si se

efectúa un paralelo con una sentenciajudicial, débese
convenir que aquí también se resuelve una
controversia, previa ponderación de argumentos,
valoración de la prueba ofrecida y aplicación
consecuente de la ley.

Pero repárese que la persona encargada de
tramitarlo y, alapostre, resolverlo, es "juez" y parte

al mismo tiempo. Si bien consideramos superada la
discusión en punto a la propiedad de denominar
'Jueces" a aquellos funcionarios administrativos que,
en ese ámbito, resuelven controversias entre el
mismo organismo y los particulares, no puede
perderse de vista que los distintos procedimientos
cuya sustanciación y decisión se encuentran a su
cargo, son "objetivamente jurisdiccionales", en tanto
todos ellos deben estar impregnados del respecto al

debido proceso adjetivo y al de una resolución

fundada eüo, siempre, debe propender al

esclarecimiento de la verdad material.

2. No por otra razón observamos que la
legislación argentina es celosa en instrumentar un
procedimiento regido por principios que tienden a
consagrar a la imparcialidad como un objetivo
básico. Nunca debe soslayarse que el mecanismo
determinativo (como en rigor todo procedimiento
administrativo) debe perseguir el cumplimiento
estricto de la norma jurídico tributaria, toda vez
que la tutela del interés fiscal debe contenerse
dentro de la ley y no más allá. Por tal razón, debe
procurarse la obtención de la verdad material,
para una precisa subsunción de los hechos

tributariamente relevantes en la hipótesis legal.

2.1. Principio de la legalidad objetiva: Esta

objetividad del procedimiento, según Dormí, obedece

a que su finalidad debe aprehender el necesario

resguardo de los derechos de los administrados y, al

mismo tiempo, la satisfacción de la norma jurídica en

sí mismo considerada. Ello implica advertir la

prevalencia de la verdad material sobre la formal, de

modo tal de que el resultado del acto administrativo
refleje la verdad suslancial de los hechos.

Ello implica, además, que se otorgue a quien

conduce el proceso de amplias facultades

instructorias, esto es, imbuirlo de los lineamientos
propios de los procedimientos inquisitivos.



Ello es recogido por la legislación de mi país,
que faculta en rigor "obliga", al juez administrativo a
disponer, en cualquier momento del proceso, las
verificaciones, controles y demás pruebas que, como
medidas para mejor proveer, considere necesarias
para establecer la real situación de los hechos (art. 35
del decreto reglamentario de la ley de procedimiento
tributario). Recordemos, una vez más, que el
procedimiento de determinación oficio, es un
mecanismo que debe asegurar que en el desarrollo de
la actividad administrativa se indague la existencia y
verdadera medida del hecho imponible, para poder
subsumirlo en la norma adecuada para quede, en
definitiva, el mandato del legislador se cumpla en su
justa y exacta medida.

2.2. Principio del informalismo a favor del
administrado. La ausencia de formalidades estrictas
en los procedimientos administrativos es una de las
características que le son propias. Debe afirmarse
que, en procura de el fin de arribar a la verdad
material, la administración no puede prevalerse de
defectos en la conducción del procedimiento; dicho
en otros términos, debe excusarse la inobservancia
por los interesados de exigencias formales no
esenciales y que puedan ser cumplidas
posteriormente". Por su lado, el art. 8l de su decreto
reglamentario exige que los recursos se provean
cualquiera sea la denominación que el interesado les
dé, cuando resulta indudable la impugnación del acto
administrativo.

La Procuración del Tesoro de la Nación
Argentina ha dicho al respecto que no es menester
calificar jurídicamente las peticiones, y que los
recursos han de interpretarse no de acuerdo con la
letra de los escritos, sino conforme la intención del
recurrente, como modo de no frustrar los remedios
procesales que la ley le acuerda a los administrados
(Dictámenes, T. 39,p. 115; T. 66,p, 225; T. 70, p.
2IA;T.73, p. 86;t .68, p.210).

2.3. Principio del debido proceso adjetivo.
Entendemos comprensivo de este, el derecho de
exponer las razones de sus pretensiones y defensas
antes de la emisión de actos que se refieran a sus
derechos subjetivos o intereses legítimos, interponer
recursos y hacerse patrocinar y representar
profesionalmente, de ofrecer prueba y que ella se

produzca; y que el acto decisorio haga expresa
consideración de los principales argumentos y de las
cuestiones propuestas en tanto fueren conducente a la
solución del caso.

Fácil resulta advertir la fundamental
importancia de este postulado, en aras de impedir
conductas demostrativas de falta de objetividad por
parte del funcionario administrativo que conduce el
proceso. En efecto, el "derecho a alegar" no es sino
consecuencia de la gararúía constitucional de la
defensa en juicio, y debe evidenciarse en la
prohibición de impedir limitar la exposición de todas
aquellas manifestaciones que el administrado juzgue

conveniente efectuar en su interés. Del mismo modo,
debe reconocerse al administrado un amplio ejercicio
de su derecho a probar, puesto que de lo contrario la
garantía de ser oído devendría inocua. Por último, la
exigencia de una resolución fundada por parte del
"juez administrativo" es lógico corolario de los
principios antes desarrollados, pues es evidente que
impedir decisiones arbitrarias implica imponer el
deber de que el acto administrativo en el cual
concluye un procedimiento administrativo, sea la
conclusión lógica de un examen analítico y de una
apreciación crÍtica de los dichos y los elementos de
prueba aportados en su transcurso.

III. Consecuencias de la inobservancia de
la imparcialidad en los procedimientos
determinativos. El control jurisdiccional.

l. En una moderno estado de derecho el
control jurisdiccional o administrativo al accionar de
la Administración Pública no permiten dar cabida a
la arbitrariedad o el discrecionalismo carente de
razonabilidad. El ejercicio de facultades
discrecionales no puede eximir a los organismos
recaudadores -como entes administrativos que son-,
de cumplir con la carga de dictar un acto
administrativo correcto y legítimo.

Si bien el e.'irte fiscal en el curso del
procedimiento de determinación aprecia los hechos,
ello no significa en modo alguno que el ejercicio de
esa facultad pueda quedar exento de la razonabilidad



que debe ostentar toda actividad administrativa -aún

discrecional- para producir efectos jurídicos válidos.

En Argentina se encuentra superada la
discusión acerca de la validez constitucional de
organismos administrativos con funciones
'Jurisdiccionales", bien que esta afirmación depende
de ciertos requisitos que la condicionan. En el
célebre caso "Fernández Arias Elena y otros
c/Poggio" la Corte Suprema de Justicia de la Nación
argentina dijo que la oo...válida la creación de órganos
administrativos de la especie indicada, no supone,
como es lógico, la posibilidad de un otorgamiento
incondicional de atribuciones jurisdiccionales..'.Que

entre esas limitaciones preestablecidas figura, ante
todo, la que obliga a que el pronunciamiento
jurisdiccional emanado de órganos administrativos
quede sujeto a control judicial suficiente, a fin de
impedir que aquellos ejerzan un poder absolutamente
discrecional, sustraído a, toda especie de revisión
ulterior. Años después en la causa "Dumit Carlos E.

C/ Instituto Nacional de Vitivinicultura " dijo el Alto
Tribunal que".. no resulta discutible la posibilidad de
que organismos de carácler administrativo ejerzan
funciones jurisdiccionales, como lo ha reconocido
esta Corte en diversas oportunidades... que lavalidez
de los procedimientos administrativos de referencia
se encuentra supeditada, como principio, a que las
leyes dejen abierta la posibilidad de una revisión
judicial ulterior, pues sólo así quedan debidamente a

salvo pautas esenciales de la Constitución."

IV. La actuación del Tribunal Fiscal de la Nación
como control de legitimidad de actos de la

administración tributaria.

l. El Tribunal Fiscal de la Nación fue creado
por la ley 15.265 (B.O. del 271111960) y comeruí a

funcionar el 28 de abril de 1960, buscándose a través

de él una altemativa para discutir ante un tribunal
imparcial e independiente determinados actos de la

Dirección General Impositiva y la Administración
Nacional de Aduanas. sin previo pago.

El proyecto de ley del Poder Ejecutivo (que

reconoce como antecedentes inmediatos las

conclusiones elaboradas por las Primeras Jornadas de
Derecho Tributario celebradas en Montevideo - año
1956- y las Segundas Jornadas realizadas en México
en el año 1958 e inspirado en la Tax Court
estadounidense, y en Tribunal Fiscal de la
Federación de México -1936-) ha enfafizado su idea
rectora de "...no subordinarlo a noñnas o directrices
de superioridad jerárquica alguna, a petición del
presunto lesionado por la pretensión administrativa y

al cabo de un proceso de conocimiento que reconoce
iguales derechos a la administración y al particular
en cuanto a la defensa y prueba de sus pretensiones."

Por otra parte, su legitimidad constitucional,
como lo ha sostenido Torres deviene de la
constitucionalización del Pacto de San José de Costa
Rica, por lo que el Tribunal Fiscal ha quedado

indirectamente incorporado al plexo constitucional,
como garante de la tutela jurisdiccional que
preconiza: con jurisdicción plena y especializada en
derecho tributario, con posterior revisión limitada al
derecho en sede judicial. Su rango constitucional le
viene dado por el art. 7 5 inc.22 de la C.N.

Por último, debemos destacar que la Cítmara
Nacional en lo Contencioso Administrativo, sala V,
(12 de mayo de 2000, en la causa "Colfax SA c/Fisco
Nacional (AFIP-DGI) s/medida cautelar (autónoma)"

señaló expresamente que la previsión contenida en el
Pacto de San José de Costa Rica, relativos a la

necesaria intervención de un juez o tribunal
competente, independiente e imparcial, se exhibía
plenamente satisfecha con la intervención del
Tribunal Fiscal de la Nación.

2. Es de mi interés rescatar algunas

decisiones del organismo jurisdiccional que tengo el

honor de presidir vinculadas con el tema que nos

ocupa. Específicamente, mencionar algunos de sus
pronunciamientos en donde dejó sin efecto

resoluciones administrativas que no se exhibían de

conformidad con el criterio rector de imparcialidad
que hemos esbozaáo.

Por una cuestión de método, sistematizaré en



primer lugar fallos que anulan actos administrativos
por no sujetarse a aquellos principios
procedimentales legalmente establecidos y que tiende
a asegurar el respecto al debido proceso; en segundo
término, haré referencia a sentencias que revocan
resoluciones que no se ajustan a la realidad
económica.

2.1. Como es sabido, el objeto de las
nulidades procesales es el resguardo de la garantía
constitucional de la defensa en juicio, debiendo en
cada caso acreditar el perjuicio de ese derecho y que
la misma ha sido conculcada.

En el marco del contencioso que se
desarrolla en el Tribunal, el administrado puede
oponer, como cuestión de previo y especial
pronunciamiento, la excepción de nulidad.

Acorde con el control de legitimidad que el
Tribunal Fiscal ejerce sobre determinados actos del
ente fiscal, a través de esta excepción se permite
denunciar eventuales transgresiones a aquellas
norrnas que hacen a un regular procedimiento. Es que
la nulidad se debe entender como la sanción que
prevé la ley contra actos administrativos que resulten
viciados por haberse apartado o transgredido las
formas preordenadas legalmente para su realización,
o los que, por ello, se los priva de producir sus
efectos normalmente.

Abarca vicios atinentes al procedimiento de
formación del acto (vgr. ausencia de vista previa en
el procedimiento de determinación de oficio, o a sus
fundamentos (vgr. arbitrariedad), a la forma (vgr.
falta de firma) y a su notificación. Cierto es que la
gravedad de transgresión y el perjuicio de derecho de
defensa en juicio predetermina la procedencia de esta
excepción.

Es importante tener en cuenta que el Tribunal
ha declarado de oficio (esto es, sin petición de parte)
nulidades procesales. Ha dicho "...Ia ineficiencia
intrínseca del acto (por no ser la consecuencia lógica
de un procedimiento regular), dada la custodia del

oráén jurídico que a los órganos jurisdiccionales
como a este Tribunal le es atribuida al efecto, puede
y debe ser producida de oficio, precisamente,
porque siendo este Tribunal independiente le es
ineludible efectuar un control de esa nattraleza
dentro de la Administración. Por dicho motivo. no es
válido compeler a que este organismo jurisdiccional
convalide- por la mera circunstancia de la omisión
argumentativa de una de las partes- un acto que se
dicta prescindiendo total y absolutamente del
procedimiento legal establecido para ello e impedirle
que por su propia iniciativa, de oficio, imponga una
solución (su nulidad) ajustada a derecho" Sala "A"

Tibsa s/apelación", del 7 I ll 12001.

En materia sancionatoria ha sido más
enfático aún. Dijo "...e1 error en que se incurrió al
consignar un dictamen equivocado y no encuadrar ni
tipicar la conducta de la recurrente constituye un
vicio que cobra especial relevancia en materia
represiva, y que descalifica la validez intrínseca del
acto en cuanto afecta el derecho de defensa de la
actora. Ese vicio no puede pasar desapercibido, y
amenta la declaración de nulidad parcial de la
resolución, aún cuando la apelante no lo haya
advertido.." (Sala "A", "Transportes El Dorado"
22tr0102).

2.2. Numerosos precedentes del Tribunal
Fiscal dan cuenta de su celo en impedir dotar de
virtualidad a actos determinativos que no se condicen
con la imparcialidad del procedimiento y que
persiguen una mayor rentabilidad fiscal en desmedro
de la realidad objetiva.

Baste señalar, a título de ejemplo, que es
uniforme jurisprudencia sostener que la
determinación sobre base presunta, como modalidad
subsidiaria de comprobación y valoración que se
acuerda al Fisco Nacional, debe reposar en ciertos
indicios que, a los efectos convictivos de la real
magnitud de la materia gravada, requiere la
concurrencia de una serie de circunstancias
correlativas y concordantes, que analizadas en una
articulación coherente, evidencien que el método
guarda una razonable correspondencia con los



hechos económicos verificados (TFN, Sala "8",

"Dadea, Marta Elisa", 22 de diciembre de 1983). Por

lo que "...1a base imponible reconstruida alaltz de

las presunciones debe estar fundament¿da en una

rcal razonabl\idad, de modo tal que dichas

reconstrucción abusiva de la materia sujeta a

impuesto". ("BERAJA, ALBERTO DAVID Y

OTI,E,, JOSÉ ROBERTO"- T.F.N..SAlA "A')).

2512198; "COMETA S.A." - T.F.N.- Sala "4"-

3lI2l9'7; "ANTONIO GONZALEZ Y OTROS

MANSIÓN ALMAR"- T.F.N. -SA1A "D"- 1618189:
"BICCA I.C.S.A." T.F.N.-Sala B-26l l l l93;
..CUFFARO Y PERRUCCIO S.R.L.''.

C.N.A.C.A.F.-Sala V. 1017196. TFN. En este sentido,

ha dicho que ".la materia imponible reconstruida a la

luz de presunciones debe estar basada en una real

razonabilidad, de modo tal que dichas presunciones

tengan el poder de sustituir la materia declarada por

el óontribuyente. Los signos de presunción deben

permitir un control convincente de la declaración,

pero jamás se pueden erigir en una reconstrucción

abusiva de la materia sujeta a impuesto "BERAJA,

ALBERTO DAVID Y DWEK, JOSE ROBERTO"-

T.F.N.- Sala "A"- 2512198.

En la misma dirección, no ha aceptado que el

- T.F.N.-Sala " A" - | 41 417 2.

C O N C L U S I O N E S

l. El procedimiento de determinación de

ofrcio de la obligación tributaria es un procedimiento

administrativo -con determinadas peculiaridades-

que como tal, en todo lo no previsto en el régimen

específico que 1o regula, debe regirse por los

principios que informan los procedimientos

administrativos.

2. Admitido que ciertos funcionarios

administrativos pueden resolver válidamente

controversias entre el mismo organismo y los

particulares, en la medida que los distintos

procedimientos cuya sustanciación y decisión se

encuentran a cargo, son "objetivamente

jurisdiccionales", el respeto al debido proceso

ád¡.tiuo y el propender a una resolución que refleje

la verdad material deben ser sus objetivos'

3. La tutela del interés fiscal debe

contenerse dentro de la ley y no más allá' Por tal

razón, debe procurarse la obtención de la verdad

material, para una precisa subsunción de los hechos

tributariamente relevantes en la hipótesis legal'

4. Las consecuencias de procedimientos

administrativos que no aseguren el principio de la

imparcialidad administrativa Y, que por dicho

motivo, no respete reglas básicas como el debido

proceso adjetivo y la búsqueda de la verdad material,

"o puede ser convalidada por los organismos

iurisdiccionales de control'

Dr. Ignacio J Buitrago.

Presidente del Tribunal Fiscal de la

Nación Argentina



Como se anunció en la editorial del
presente ejemplar, la Asociación Iberoamericana
de Justicia Fiscal o Administrativa, celebró su V
Asamblea General Ordinaria, los días 29, 30 de
septiembre y l'de octubre del año en curso, en la
Ciudad de Manaus de la República de Brasil, bajo
la organización del 1o Consejo de Contribuyentes
del Ministerio de Hacienda de ese naís.

A dicha reunión asistieron los
representantes ,de los tribunales miembros:
DOCTOR. JOSE BALDI MARTINEZ, Presidente
de la A.I.T y representante del Doctor MANUEL
MERCANT LANDEIRA Presidente del Tribunal
de lo Contencioso Administrativo de la República
de Uruguay. MAGISTRADA MARÍA DEL
CONSUELO VILLALOBOS ORTÍZ Presidenta
del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y
Administrativa y Secretaria Ejecutiva de la A.I.T;
DOCTOR. MANOEL ANTONIO GADELHA
DIAS, Presidente del Primer Consejo de
Contribuyentes del Ministerio de Hacienda de la
República Federativa de Brasil, en su condición de
Consejero de la A.I.T., quien sustituyó aI
DOCTOR. EDISON PEREIRA RODRIGUES;
DOCTOR IGNACIO JOSUÉ BUITRAGO.
Presidente del Tribunal Fiscal de la Nación de la
República Argentina; DOCTORA MARÍA INES
ORTIZ BARBOSA, Presidenta de la Sala de
Asuntos Tributarios, representante del DOCTOR
ALEJANDRO ORDONEZ MALDONADO,
Presidente del Consejo de Estado de Colombia;
DOCTOR EDUARDO ABRIL ABADIN,
Presidente del Tribunal Económico Administrativo
Central de España; DOCTOR ANTONIO
FERNANDO SAMAGIO, representante del
DOCTOR MANUEL SANTOS SERRA,
Presidente del Sunremo Tribunal Administrativo

de Portugal; LICENCIADO JOSE MAGDALENO
MOLINA MARTINEZ, vocal tributario
representante del DOCTOR JOSE COSTA
CALDERON, Presidente del Tribunal de
Apelaciones de los Impuestos Internos del
Salvador.

Congregados dichos miembros en el salón
de actos del Hotel Tropical Manaus Busines, de la
República de Brasil, el Doctor José Baldi
Martinez dio emotiva bienvenida a todas las
delegaciones que integran la asociación,
posteriormente se procedió al levantamiento del
acta correspondiente, dándose lectura a la orden
del día, en cuyo primer punto se proveyó sobre la
renovación de autoridades, acordándose por
unanimidad de votos y con fundamento en el
artículo 10 de los Estatutos que rigen a la
Asociación, que el Consejo Directivo para el
bienio 2005-2006 esté integrado por el DOCTOR
MANOEL ANTONIO GADELHA DIAS como
Presidente, DOCTOR ANTONIO FERNANDO
SAMAGIO y MAGISTRADO. JORGE
ALBERTO GARCÍA CÁCNNNS, CO1nO
Consejeros, ratificándose en el cargo de la
Secretaria Ejecutiva a la MAGISTRADA MARIA
DEL CONSUELO VILLALOBOS ORTIZ.

Dentro de los acuerdos más importantes
que se tomaron en dicha asamblea, fue la
determinación de la sede de la VI Asamblea, que
se llevará a cabo en México, a cargo del Tribunal
Federal de Justicia Fiscal y Administrativa,
proponiéndose comos sede alterna el país de
Portugal.

Otro acuerdo relevante, consistió en la
elaboración de las memorias de las asambleas de la
Asociación lberoame"ricana de Justicia Fiscal o
Administrativa, por lo que para dicho propósito se
determinó que el país organizador, de estimarlo
conveniente, designará a un RELATOR que reúna
las características necesarias para hacer la glosa de
los trabajos académicos y debates suscitados en la



reunión, misma que será expuesta al término de las
jomadas, quien también tendrá a su cargo recopilar
y sistematizar los trabajos expuestos durante las
sesiones, material que deberá ser enviado a la
Secretaría Ejecutiva que se encargatá de hacer la

edición, publicación y difusión de los mismos en
calidad de MEMORIA de la asamblea
con'espondiente.

Se estipuló también, que la cuota anual a
que se refiere el artículo 6o de los estatutos, sea de

S1.000.00 (mil dólares estadounidenses), como se
fijó en la IV Asamblea, celebrada en Montevideo
Uruguay.

rJna vez concluida la asamblea y levantada
el acta respectiva, el Doctor Eduardo Abril Abadín,

Presidente del Tribunal Económico Administrativo
Central de España, agradeció al Presidente del 1o

Consejo de Contribuyentes, en nombre de los
miembros de la Asociación Iberoamericana de
Justicia Fiscal o Administrativa, la hospitalidad
brindada. dejando constancia a su vez de la labor
desarrollada por el Presidente saliente, como de la

Secretaria Ejecutiva, durante el bienio que

concluyó.

Posteriormente se dio inicio a las Jornadas
de Trabajo, en donde se expusieron magistralmente
diversos temas concemientes a los procedimientos

administrativos y fiscales de cada país, como en el
caso del Presidente del lo Consejo de

Contribuyentes, Dr. Manoel Antonio Gadelha
Días, quien expuso el tema "Modelo Brasileño de
Solución Administrativa de Litigios Fiscales".

Por su parte el Dr. Ignacio J. Buitrago
Presidente del Tribunal Fiscal de la Nación,
República de Argentina, disertó sobre el tema "La

Imparcialidad de los Procedimientos
Administrativos". Su trabaio es dado a conocer en

la presente edición.

La Magistrada María del Consuelo Villalobos
Ortiz, Presidenta del Tribunal Federal de Justicia
Fiscal y Administrativa y Secretaria Ejecutiva de la
Asociación Iberoamericana de Justicia Fiscal o
Administrativa, desarrolló el tema intitulado
"Principio de Legalidad y Competencia del
Tribunal Federal de Justicia Fiscal y

Administrativa".

A su vez él Dr. Eduardo Abril Abadin

Presidente del Tribunal Económico Administrativo
Central de España, expuso el tema "Medidas de
Simplificación y Agilización del Procedimiento
Económico Administrativo de la Nueva Ley
General Fiscal Española."

Con la representación del país de Portugal la

Jueza Consejera Fernanda Martins Xavier e Nunes,

del Supremo Tribunal Administrativo de Portugal

se ocupó de "El Nuevo Paradigma de la Justicia
Administrativa en Portugal."

Representando al Supremo Tribunal
Administrativo de Portugal, el Juez Consejero Dr.
Vitor Manuel Marques Meira, se ocupó de exponer
el tema "Derecho Fiscal Portugues: Breves Notas"

La Dra. María lnes OrIíz Barbosa,

representante del Presidente del Consejo de Estado

de Colombia, presentó Ia ponencia intitulada
"Esquema de las Garantías Constitucionales y

Legales en el Proceso Tributario Administrativo
Jurisdiccional en Colombia"

Bajo este esquema académico se desarrolló la

V Asamblea de la Asociación Iberoamericana de

Justicia Fiscal o Administrativa, que sin duda puso

de relieve el contacto y magnifica relación entre

los integrantes de los tribunales miembros, así

como el intercambio de ideas y experiencias para

mejorar la justicia fiscal y administrativa, que

precisamente es el objetivo por el cual nació la

asociación.

l



Señoras y señores:

En el dia de hoy, con indisimulada
satisfacción me es muy grato saludar y darle la
bienvenida a todas las delegaciones presentes que
integran la Asociación Iberoamericana de Justicia
Fiscal o Administrativa (A.I.T), y del mismo modo,
recibir y agradecer, la presencia de las demás
personalidades del quehacer jurídico que nos
acompañan en este tan prestigioso evento, que han
concurrido con la finalidad de participar en la V
Asambiea General Ordinaria de la Orsanización.

Necesario es destacar que en principio se
decidió designar como sede de la sesión ordinaria
bienai el país de Portugal, a cargo del Supremo
Tribunal Administrativo, según se aprobó por
unanimidad de presentes en la IV Asamblea
reaTizada en la Ciudad de Montevideo, República
Oriental dei Uruguay el dia 23 de octubre de 2002.
Oportunidad en que se resolvió a su vez aceptar
como sede alterna al País de Brasil, a propuesta en
ese entonces, del Sr. Presidente del I'Consejo de
Contribuyentes del Ministerio de Hacienda de la
República Federativa del Brasil, Dr. Edison Pereira
Rodríguez.

Posteriormente al comenzar las tratativas de
la organtzación de la referida Asamblea, Portugal
comunica que no s encuentra en condiciones de
cumplir con ei compromiso asumido por razones
económicas insalvables, por cuya consecuencia,
consultada la Sede alternativa contesta que, pese a
las dificultades de rigor está dispuesta a realizar el
esfuerzo. Es así que, a iniciativa del Dr. Edison
Pereira Rodríguez según propuesta efectuada en la
iV Asamblea de Montevideo, y con posterioridad,
con la firme aceptación del nuevo Presidente del
Primer Consejo de Contribuyentes del Ministerio
de Hacienda de la República Federativa de Brasil,
Dr. Manoel Antonio Gadelha Días con el
asentamiento de la Dra. Josefa María Coelho

Marquez y Dr. Otacilio Dantas Cartazo como
Presidente del Segundo y Tercer Consejo de
Contribuyentes respectivamente, asumen
formalmente el compromiso de realizar Ia V
Asamblea en la Ciudad de Manaos. Compromiso
que, como se puede comprobar por todos quienes
nos encontramos reunidos, ha sido cumplido con
creces acorde a las exigencias de la organización.

Resulta importante señalar y destacar el
esfuerzo de los otgaruzadores, pues como todos
sabemos las dificultades económicas que afectaron
la región con una crisis global de repercusiones
sociales ineludibles, que también afectó Ia
concurrencia de algunos asociado a las distintas
Asambleas anteriores. Por lo que, es necesario e
imperioso resaltar ese tremendo esfuerzo realizado
por los actuales organizadores, que significa lograr
salvar tantos obstáculos y que nos han permitido
hoy reencontrarnos nuevamente con el propósito
de salvaguardar los altos principios que impulsan a
la AIT y, de buscar los mejores caminos para el
logro de sus principales objetivos, que son los de
intercambiar ideas y experiencias sobre temas
sometidos a los distintos órganos jurisdiccionales
que conforman la Asociación.

Este ámbito natural de cooperación, con el
propósito de mejorar la justicia fiscal y
administrativa con el intercambio de conocimientos
en la materia, propiciado por el contacto directo
entre los integrantes de los tribunales miembros,
nos permite apreciar y valorar en toda su dimensión
la actualidad de los principios generales que rigen
ia función y de analizar a su vez, las situaciones
concretas de regímenes con características
especiales en función de la realidad subyacente de
cada uno de los países que los sustentan.

En ese sentido es muy importante señalar la
trascendencia que significó desde todo punto de
vista la XII Reqnión Anual de Magistrados,
efectuada con motivo de la conmemoración del
LXVII Aniversario de la promulgación de la Ley de
Justicia Fiscal de 26 de agosto de 1936, que dio
nacimiento al Tribunal Fiscal de la Federación,



ahora Tribunal Federal de Justicia Fiscal y

Administrativa de México, evento que se llevó a

cabo en San Juan del Río, Querétaro, República

Mexicana, en agosto del año 2003.

En la oportunidad, el tema de disertación en

el citado evento fue "LA SUPRESION DEL

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVIO EN

MEXICO". Como se puede advertir la sola

mención de lo tratado revela la importancia y

trascendencia que la supresión de un régimen

contencioso fiscal supone. Por ende, estaremos

atentos a la información que la delegación de

México pueda aportar con relación a la dilucidación

del tema en la actualidad.

Pero además del cuestionamiento anterior, se

abordó en la referida reunión Anual un enfoque

global de los regímenes contenciosos

ádministrativos y fiscales, con la disertación de

quien les habla con el tema: "Estado Actual del

Contencioso Administrativo en América Latína" '

En tanto que el Dr. Gabriel Casado Ollero,

catedrático de Derecho Financiero y Tributario de

la Universidad Complutense de Madrid, España, lo

desarrolla con relación a las nactones europeas'

En consecuencia, esta nueva oportunidad que

ofrece la V Asamblea de la AIT, de reunirnos en

esta hermosa ciudad, nos permitirá, no sólo

comprobar y aquilatar los distintos logros de la

Organización que nos nuclea, en función de los

finós fijados como meta, sino que además, será el

momento de tomar decisiones trascendentes para la

misma de acuerdo a otras realidades que subyacen

en el devenir de su funcionamiento.

Estimo, precisando al respecto que se trata de

una opinión muy personal, que es necesario tealizat

un mayor esfuerzo compulsivo para lograr ampliar

la integración con países con competencia de

justicia fiscal o administrativa como se estableció

Ln forma expresa en el Acta fundacional deI23 de

asosto de 1996, levantada en Querétaro, México'

Entiendo que una participación mayor de

países, permitirá ampliar el ámbito de intercambio

de información sobre organizaciín, funcionamiento
y criterios jurídicos que rigen dichos regímenes,

con la seguridad que ello podrá enriquecer y

profundizar el conocimiento de la problemática de

su responsabilidad, y hatá posible mejorar la

impartición de justicia fiscal y administrativa de los

países miembros, como lo establece el Estatuto.

Para ello es importante romper con las

barreras del quietismo y la indiferencia y abrir, con

el mejor propósito y ánimo un intercambio de

comunicaciones de ideas, utilizando como medio

de conexión la invalorable intervención de nuestra

Secretaría Ejecutiva, para que, a través de ella y el

boletín de AIT. que nos pone en contacto, mantener

una comunicación más fluida y permanente y no

limitada, como ha sucedido muchas veces' a la

transcripción de las ponencias ya expuestas en la

Asamblea porque no había novedades que

comunlcar.

Mi experiencia personal en la presidencia me

ha permitido comprobar la renuencia de los

asociados en colaborar más asiduamente con temas

de interés para la or ganización.

No basta que el Boletín informativo se limite

a recoger las ponencias, como dije' lnteresa y

mucho conocer las realidades que van surgiendo en

cada país en ese transitar cambiante de los órdenes

sociales y cambios de estructura que las enmarcan,

que obligan a establecer un régimen jurídico estable

que las regule conforme a derecho'

Será momento entonces, de recapitular y

hacer un racconto exhaustivo de toda la actividad

cumplida hasta ahora y, de realízar en un examen

de conciencia profundo, de si es necesario o no' no



extender el ámbito de intercambio de
conocimientos e ideas, en aras de una
compenetración más estrecha.

No podemos ignorar el fenómeno de la
globalización de los mercados y la
internacionalización de las empresas, pues como
señala el Magistrado Edgardo José MAYA
VILLAZON Presidente del Consejo Superior de la
Judicatura en su discurso de clausura en el coloquio
conmemorativo del bicentenario del Consejo de
Estado Francés, realizado en la ciudad de
Cartagena, Colombia en el año 1997, "... la
intemacionalización de las empresas no se
constituye en una manifestación coyuntural sino en
una tendencia de relaciones de la sociedad moderna
que involucró novedosas conexiones entre el
Estado y el ciudadano".

Agregando que "en este mismo contexto se
han de plantear las formas y manifestaciones del
orden jurídico", porque a su juicio, 'ola estructura
del aparato estatal cambia, y también sus funciones,
en tanto que la participación ciudadana se apropia
de escenarios que antes eran del Estado, cuya
dimensión se focaliza y se fortalece a través de
reformas a la justicia, como escenario principal
para garanfizar Ia convivencia de la sociedad".
Reconociendo a su vez, que "La jurisdicción
contencioso administrativa presenta en este
contexto una evolución y dinámica frente a su
responsabilidad de atender los conflictos entre los
ciudadanos y el Estado en tanto que este se
encuentra en pleno cambio en los ámbitos labora,
contractual, electoral y consultivo desde los cuales
exige que el propio Estado cumpla con sus
objetivos públicos para con sus administrados,
garantizando los derechos y libertades de estos,
todo tendente a hacer efectivos los postulados que
soportan los principios consagrados en la
Constitución Política de 1991."

Conclusión que es trasladable en general a
otras realidades, no sólo de Latinoamérica sino
también europea. En tal sentido en ese mismo
evento, el Sr. Magistrado Rubén AGUIRRE

PANGBURN Presidente del Tribunal Fiscal de la
Federación de México, citando al Profesor español
Antonio Jiménez blanco, "sostiene que entre 1995 y
1997, se transformó el sistema continental europeo
de justicia administrativa. Alemania y Francia
tuvieron importantes reformas, y en España se está
discutiendo un cambio muy importante. Dice
Jiménez Blanco "... en tres años se ha avanzado
más que en los anteriores noventa y siete". La
dirección es la subjetivización del procedimiento
contencioso y la plena jurisdicción".

Y comentaba el Sr. Magistrado Aguirre ante
un planteo del suscrito sobre la conveniencia de
buscar una convergencia erL los tribunales
administrativos, diciendo:'0... personalmente creo
que tenemos el ejemplo europeo sobre la
transformación que está sufriendo el contencioso y
ese ejemplo debe inspirar a cada quien en sus
propios problemas, para rcalizar modificaciones en
nuestros países e ir incorporando a este contencioso
objetivo, los elementos subjetivos desarrollados en
los últimos años por los alemanes, los cuales nos
han sorprendido gratamente."

Quiere decir entonces, que esa globalización
y cambios de estructuras políticas y sociales con su
dinamismo, está imponiendo nuevos órdenes
jurídicos reguladores de convivencíapacifrca con la
particularidad de ser dominante una orientación
contenciosa anulatoria subj etivizada. Aspectos que
es importante conocer en que medida, a repercutido
en los distintos regímenes fiscales o administrativos
de nuestros respectivos países integrantes de la
Asociación. Por lo que, se justifican a criterio del
suscrito, las manifestaciones expresadas en el
sentido de bregar por un intercambio de
conocimiento e ideas más amplio, con el mayor
número de países que reúnan las condiciones
exigidas por el Estatuto para integrar la
organizaciín.

1

Pero, más allá de la oportunidad de
comprobar el cumplimiento de los fines de la
institución o la de impulsar en el futuro otros
logros, no se puede soslayar la finalidad específica



Estimado Sr. Presidente del Primero Consejo

de Contribuyentes de la República de Brasil y de la

A.I .T.:

Permítame que en nombre de todos mis

colegas miembros de la A.I.T' agtadezca la

hospitalidad que nos han brindado a lo largo de

nuestras Jornadas de Trabajo con motivo de la

celebración de esta V Asamblea de la A. I. T.

Hemos podido apreciar que la g&ndeza de este país

privilegiado por la natttraleza es comparable con la

entrañable calidad y calidez humana de su gentes.

Esta V. Asamblea de la A.I.T. ha sido un

completo éxito y este éxito se debe al esfuerzo y a

la dedicación que usted señor Presidente y sus

colaboradores han puesto en este empeño. La

calidad a las intervenciones y la nqu'eza de los

coloquios se han visto acompañadas por el entorno

espectacular que nos han ofrecido y por unas

actividades festivas y de ocio elegidas con esmero y

que nos han resultado hasta ahora enormemente
gratificantes y que, sin duda, todavía hoy y mañana

nos sorprenderán muy gratamente.

Nos llevamos un recueldo imbonable de esta

tiena y de nuestra estancia aquí y solo quisiéramos

poder corresponderles en alguna ocasión en

nuestros respectivos países. Allí donde nosotros

estemos siempre serán ustedes bienvenidos'
Nuestro agradecimiento de nuevo y solo queremos

decirles como saludo de despedida: ¡Hasta siempre!

Dr. dduardo Abril Abadín
Presidente del Tribunal Económico
Administrativo Central de España.

de la convocatoria a la V Asamblea General

Ordinaria, órgano supremo de la organización, que

es la de imponer a sus miembros integrantes la de

adoptar decisiones conforme a los postulados que la

ngen.

En ese sentido, entre una de aquellas

importantes facultades, se encuentra la de elegir al

Presidente del Consejo Directivo y sus dos

miembros Consejeros.

Si bien los señores Consejeros serán elegidos
por la Asamblea, entre los Presidentes de los

tribunales miembros, no sucede lo mismo con el

Presidente que según lo establece en forma

preceptiva el Estatuto, corresponde al Sr. Presidente

del tribunal que organice la sesión ordinaria, que en

la oportunidad es desempeñada por el Dr. Manoel

Antonio GADELHA DIAS como Presidente del

Primer Consejo de Contribuyentes del Ministerio

de Hacienda de la República Federativa del Brasil.

Me corresponde en consecuencia transferir el

mando al Dr. Gadelha Días, dejando en sus manos
y colaboradores, el timón de la responsabilidad de

comandar esta gran institución, con la tranquilidad
de saber que su compromiso será asumido con

creces y sabrá responder a las máximas

expectativas en el depositadas, por 1o que sólo resta

hacerle llegar el deseo que su mandato se vea

coronado en toda su trayectoria con el mayor de los

éxitos.

Finalmente, a los asociados miembros de la

Asociación Iberoamericana de Justicia Fiscal o

Administrativa (A.I.T.)., Y a todos quienes nos

acompañan en Ia Asamblea, con su presencia e

invalorable intervención, muchas, pero muchas
graclas.

Dr. José Baldi Martínez
Presidente de la A.I.T.

Miembro del Tribunal de lo Contencioso
Administrativo de UruguaY.

il



No existe la Navidad ideal, solo la Navidad que usted decida como reflejo de sus
valores, deseos queridos y tradiciones.

Bill Mckibben.

iFelí2, Felíz Navidad, la que hace que nos acordemos de las ilusiones de nuestra
infancia, le recuerde al abuelo las alegrías de su juventud, y le transporte al viajero a su
chimeneay a su dulce hogar!

Clturles Dickens.

Ojalápudiésemos meterespíritudeNavidad enjarros y abrirunjarro cadames del año.
Harlan Millar.

MIEMBROS PARTICIPANTES EN LA V ASAMBLEA DE LA
ASOCIACIÓN IBEROAMERICANA DE TRIBUNALES DE

JUSTICIA FISCAL O ADMINISTRATIVA.

DE IZQ. A DER.MAG.JORGE ALBERTO GARCÍACÁCERES,
DR. EDUARDO ABRIL ABADÍN DR. ]OSÉ BALDí MARTíNEZ,

DRA. MARIA INÉS ORTíZ BARBOSA, DR. MANOEL ANTONIOGADEITTA DÍAZ,
M AG. M A. DE L C ONSU E LO V I LLALO BO S O RT Í Z, M AG. ALETAN D RO S ANCHEZ FE RN ÁN D EZ,

DR. ANTONIO FERNANDO SAMAGIO, UC. JOSÉ MAGDALENO MOUNAMARTÍNEZ
Y DR.IGNACIO TOSUE BUITRAGO



DE IZQ, A DER. DR,IGNACTO ]OSUÉ BUITRAGO,
DR, MANOEL ¿¡UTO¡,IIO GADEI]]ADíAS , DR, TASÉ BALDf MARTíNEZ,

MAG. MA, DEL CONSU ELO V I LLALO BOS O RTíZ,
DRA, MA, INÉS OFTíZ B¿NBOSA, DR, EDUARDO ABRIL ABADíN

Y DR. ANTONTO FERNANDO SAMAGIO.

DR. MA IOEL ANTONIO GADELHA DíAZ, PruESIDENTE DEL t, CONSEJO
DE CaNT RIBWENTES DEL MINISTERIO DE HACIENDA DE LA REPTJ BUCA

FEDERATIVA DE BRASILY MAG. MA. DELCONSUELO VILLALOBOS ORTíZ, PRESIDENTA
DELTRTBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCALY ADMINISTRATMA DE MÉXICO


